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Resumen: el derecho a la alimentación es un verdadero dere-
cho humano, en tanto configura un componente indispensa-
ble para asegurar la vida de cualquier persona. Se trata de un 
derecho universal que se relaciona con el bienestar y la salud 
de la persona. El derecho determina el acceso, seguro, estable 
y sin limitaciones, a una alimentación adecuada y suficiente, 
tanto en términos de cantidad como de calidad. La noción de 
alimentación adecuada y suficiente exige atender a la identidad 
y tradiciones culturales de la persona o grupo de personas de 
que se trate. El marco constitucional de los Estados iberoame-
ricanos y el Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
reconocen un amplio contenido y alcances al derecho. La justi-
ciabilidad del derecho a la alimentación conlleva la posibilidad 
real de reclamar su protección ante los tribunales de justicia 
por situaciones que determinen su afectación o violación.

*	 Falta nota curricular
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Abstract: the right to food is a true human right, as it is an 
essential component to ensure the life of any person. It is a 
universal right that is related to the well-being and health of the 
person. The right determines safe, stable and unrestricted ac-
cess to adequate and sufficient food, both in terms of quantity 
and quality. The notion of adequate and sufficient food requires 
attention to the identity and cultural traditions of the person or  
group of people in question. The constitutional framework of 
the Ibero-American States and International Human Rights 
Law recognize the broad content and scope of the law. The jus-
ticiability of the right to food entails the real possibility of clai-
ming its protection before the courts of justice for situations 
that determine its impairment or violation.
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I. Introducción

Según datos de la Organización de las Naciones Unidas, en 2022 
aproximadamente 735 millones de personas, lo que equivale casi 
al 10% de la población mundial, padecían de hambre. Lo ante-
rior representó un aumento considerable con relación a 2019, 
situación que podría haberse visto afectada por la pandemia por  
COVID-19. En todo caso, el acceso efectivo y universal a los ali-
mentos representa un desafío para los Estados y para la comuni-
dad internacional.

| 36 

Julio César Cordón Aguilar



En ese contexto, resulta de especial interés abordar el es
tudio sobre el derecho a la alimentación, tanto desde el plano del  
derecho constitucional como del derecho internacional de  
los derechos humanos, en el sentido de analizar su reconoci-
miento, contenido esencial y alcances.

El abordaje del derecho a la alimentación, de sus elementos, 
de los deberes que se imponen a los Estados y de su justiciabili-
dad, tiene por objeto configurar un aporte para su estudio y, más 
que ello, para destacar su relevancia a fin de garantizar condi-
ciones de vida digna, cuestión que, lamentablemente, tanta falta 
hace aún, en pleno siglo xxi.

II. El marco constitucional del derecho  
a la alimentación en Iberoamérica

En primer término, resulta de especial interés indagar acerca del 
reconocimiento del derecho a la alimentación en el marco cons-
titucional de los Estados de Iberoamérica.1 Para el efecto, se pre-
senta una sucinta descripción, a partir de un hipotético recorrido 
geográfico, de la regulación a nivel de los textos constitucionales 
de aquellos Estados en los que se reconoce expresamente el de-
recho a la alimentación.2

1	 Más allá del entorno iberoamericano, cabe mencionar otros Estados cuyos 
textos constitucionales reconocen el derecho a la alimentación: Bangladesh 
(1972, art. 15), Etiopía (1994, art. 90), India (1949, art. 47), Irán (1979, 
art. 43), Malawi (1994, arts. 13 y 30), Nigeria (1999, art. 16), Pakistán 
(1973, art. 73), Sri Lanka (1978, art. 27), Sudáfrica (1996, arts. 27 y 28), 
Uganda (1995, arts. XIV y XXII) y Ucrania (1996, art. 50). 

2	 Es preciso indicar que la Constitución federal de Argentina (1853), la 
Constitución de Chile (1980), la Constitución de España (1978), la Cons-
titución de Nicaragua (1948) y la Constitución de Portugal (1976) no re-
conocen expresamente el derecho. Véase, por su parte, la Constitución del 
Perú (1993) se refiere únicamente al deber de los padres de alimentar a sus 
hijos, art. 6º, Constitución Política del Perú, asimismo, la Constitución del 
Uruguay (1967) se limita a señalar la obligación a cargo de las empresas 
“cuyas características determinen la permanencia del personal en el res-
pectivo establecimiento” de proporcionar alimentos a sus empleados, art. 
56, Constitución de la República Oriental del Uruguay.
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Así, la Constitución federal de México (1917) afirma que  
“[t]oda persona tiene derecho a la alimentación nutritiva, sufi-
ciente y de calidad”, a la vez que señala el deber del Estado de 
garantizar el derecho (art. 4º). También la Constitución mexi-
cana afianza la garantía del derecho a la alimentación con rela-
ción a determinados grupos y contextos, a saber: a) los pueblos 
y comunidades indígenas, con mención especial de “la población 
infantil” y de niños y jóvenes de familiares indígenas migrantes 
(art. 2º); b) las escuelas de educación básica de “alta margina-
ción” (art. 3º); c) las niñas y los niños (art. 4º); d) los militares 
en tiempos de guerra (art. 16), y e) el “desarrollo rural integral y 
sustentable” (art. 27).3

La Constitución de Guatemala (1985) reconoce el deber del 
Estado de velar “porque la alimentación y nutrición de la pobla-
ción reúna los requisitos mínimos de salud” (art. 99). De igual 
forma, el marco constitucional dispone expresamente la garantía 
del derecho a la alimentación para niños, niñas y adolescentes 
(“menores de edad”, según el texto normativo, art. 51), y per-
sonas mayores (“ancianos”, art. 51). A su vez, el texto constitu-
cional afirma el deber del Estado de controlar “la calidad de los 
productos alimenticios” (art. 96).4

Por su parte, la Constitución de El Salvador (1983) afirma 
el deber del Estado de “controla[r] la calidad de los productos 
alimenticios […] que puedan afectar la salud y el bienestar” (art. 
69).5

La Constitución de Honduras (1982) afirma el derecho “a dis-
frutar de una alimentación adecuada” en favor de las niñas y los 
niños, “desde el periodo prenatal”, derecho que se hace extensivo 
a sus madres (art. 123). A su vez, la Constitución señala el deber 

3	 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, arts. 2º, 3º, 4º, 16 y 
27,  https://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/CPEUM.pdf 

4	 Constitución Política de la República de Guatemala, arts. 51 y 99, https://
www.ine.gob.gt/archivos/informacionpublica/constitucionpoliticadelarepu-
blicadeguatemala.pdf

5	 Constitución Política de la República de El Salvador, art. 69,  ht-
tps://www.asamblea.gob.sv/sites/default/files/documents/decre-
tos/171117_072857074_archivo_documento_legislativo.pdf
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del Estado de regular, supervisar y controlar “los productos ali-
menticios” (art. 146), y de fomentar “programas integrados para 
mejorar el estado nutricional” de la población (art. 150).6

La Constitución de Costa Rica (1949) dispone el deber del 
Estado de “proporciona[r] alimento […] a los escolares indigen-
tes” (art. 82).7

Asimismo, la Constitución de Panamá (1972) garantiza “a 
la población” el derecho a que “los alimentos satisfagan los re-
querimientos del desarrollo adecuado de la vida humana” (art. 
118), para lo cual dispone, en el ámbito de la salud, el deber del 
Estado de “[d]esarrollar una política nacional de alimentación y 
nutrición que asegure un óptimo estado nutricional para toda la 
población, al promover la disponibilidad, el consumo y el apro-
vechamiento biológico de los alimentos adecuados” (art. 110). 
De igual forma, el texto constitucional reconoce el derecho a  
la alimentación con relación a las niñas, los niños y los adolescen-
tes (menores según el texto normativo, art. 56), personas mayo-
res (ancianos, art. 56) y personas con discapacidad (enfermos 
desvalidos, art. 56).8

La Constitución de República Dominicana (2015) se refiere a 
la “seguridad alimentaria”, haciendo recaer en el Estado el deber 
de “promove[r] la investigación y la transferencia de tecnolo-
gía para la producción de alimentos y materias primas de origen 
agropecuarios, con el propósito de incrementar la productividad 
y garantizar la seguridad alimentaria” (art. 54). A su vez, el tex-
to constitucional garantiza “el subsidio alimentario en caso de 
indigencia” (art. 57). Por último, la Constitución dominicana, al 
afirmar el derecho de toda persona a la salud integral, señala que 

6	 Constitución Política de la República de Honduras, arts. 146 y 150,  ht-
tps://siteal.iiep.unesco.org/sites/default/files/sit_accion_files/constitucion-
delarepublicaactualizadanoviembre2021.pdf

7	 Constitución Política de la República de Costa Rica, art. 82,  https://www.
imprentanacional.go.cr/editorialdigital/libros/textos%20juridicos/constitu-
cion_politica_digital_edincr.pdf

8	 Constitución Política de la República de Panamá, arts. 56, 110 y 118,  ht-
tps://ministeriopublico.gob.pa/wp-content/uploads/2016/09/constitu-
cion-politica-con-indice-analitico.pdf 
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el Estado está obligado a velar por “el mejoramiento de la alimen-
tación” (art. 61).9

La Constitución de Haití (1987) reconoce el derecho “de 
todo ciudadano” a la alimentación (art. 22).10

En el caso de la Constitución de Cuba (2019), su texto re-
fiere que todas las personas “tienen derecho a la alimentación 
sana y adecuada”, debiendo el Estado crear las condiciones para 
fortalecer “la seguridad alimentaria de toda la población” (art. 
77).11

La Constitución de Colombia (1991) reconoce a los niños y 
las niñas, como derecho fundamental, “la alimentación equilibra-
da” (art. 44). Asimismo, el texto constitucional dispone que la 
producción de alimentos “gozará de la especial protección del Es-
tado”, para lo cual deberá promover “la investigación y la transfe-
rencia de tecnología para la producción de alimentos y materias 
primas de origen agropecuario, con el propósito de incrementar 
la productividad” (art. 65).12

La Constitución federal de Venezuela (1999) dispone que 
el Estado debe promover “la agricultura sustentable como base 
estratégica del desarrollo rural integral, a fin de garantizar la se-
guridad alimentaria de la población”, la que el propio texto nor-
mativo define como “la disponibilidad suficiente y estable de ali-
mentos en el ámbito nacional y el acceso oportuno y permanente 
a [e]stos por parte del público consumidor”. Para el efecto, la 
Constitución califica de “interés nacional y fundamental para el 

9	 Constitución Política de la República Dominicana, arts. 54, 57 y 61, 
https://www.tribunalconstitucional.gob.do/transparencia/base-le-
gal-de-la-instituci%C3%B3n/constituci%C3%B3n-de-la-rep%C3%BAbli-
ca-dominicana/

10	 Constitución de la República de Haití, art. 22, https://cepei.org/wp-con-
tent/uploads/2020/01/Constitucio%CC%81n-de-Haiti%CC%81-1987.
pdf (fecha de consulta: 12 de junio de 2024).

11	 Constitución de la República de Cuba, art. 77, http://www.cuba.cu/gobier-
no/NuevaConstitucion.pdf 

12	 Constitución Política de Colombia, arts. 44 y 65, https://www.cortecons-
titucional.gov.co/inicio/Constitucion%20politica%20de%20Colombia%20
-%202015.pdf
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desarrollo económico y social de la Nación”, la producción de 
alimentos (art. 305).13

La Constitución del Ecuador (2008) garantiza, “sin dis-
criminación alguna”, el goce efectivo del derecho a alimenta-
ción (art. 3), como componente del derecho a una vida digna  
(art. 66) e íntimamente relacionado con el derecho a la salud (art. 
32). Asimismo, el texto constitucional señala que las personas y 
colectividades tienen derecho “al acceso seguro y permanente a 
alimentos sanos, suficientes y nutritivos”, en “correspondencia 
con sus diversas identidades y tradiciones culturales” (art. 13). 
A su vez, la Constitución dispone que el Estado debe promover 
la soberanía alimentaria (art. 13), la que califica como “objeti-
vo estratégico y una obligación del Estado”, dirigida a alcanzar la 
“autosuficiencia de alimentos sanos y culturalmente apropiados 
de forma permanente” (arts. 281, 284, 304, 334, 410, 413 y 423), 
para lo cual prohíbe “el desarrollo, producción, tenencia, comer-
cialización, importación, transporte, almacenamiento y uso de ar-
mas químicas, biológicas y nucleares, de contaminantes orgánicos 
persistentes altamente tóxicos, agroquímicos internacionalmente 
prohibidos, y las tecnologías y agentes biológicos experimentales 
nocivos y organismos genéticamente modificados” que atenten, 
precisamente, contra la soberanía alimentaria (art. 15). La Cons-
titución ecuatoriana también reconoce el derecho a alimentación 
con relación a determinados grupos, incluidas: a) personas des-
plazadas (art. 42), y b) personas privadas de libertad (art. 51).14

La Constitución federal de Brasil (1988) reconoce a la ali-
mentación dentro de los derechos sociales (art. 6). El texto cons-
titucional señala, como parte de las competencias del Estado 
en materia de salud, la fiscalización e inspección de alimentos, 
“incluyendo el control de su contenido nutricional” (art. 200). 
También la Constitución reconoce la garantía del derecho con 
relación a las niñas y los niños (art. 227).15

13	 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, art. 305, https://
www.oas.org/dil/esp/constitucion_venezuela.pdf

14	 Constitución de la República del Ecuador, arts. 3, 13, 15, 32, 43, 51, 66, 
281, 284, 304, 334, 410, 413 y 423, https://www.lexis.com.ec/biblioteca/
constitucion-republica-ecuador

15	 Constitución de la República Federativa de Brasil, arts. 6, 200 y 227, https://
www.stf.jus.br/arquivo/cms/legislacaoConstituicao/anexo/CF_espanhol_web.pdf 
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La Constitución de Bolivia (2009) reconoce el derecho de toda 
persona a la alimentación, para lo cual hace recaer en el Estado 
la obligación de garantizar la seguridad alimentaria, “a través de 
una alimentación sana, adecuada y suficiente para toda la pobla-
ción“ (art. 16). El texto constitucional señala, como objetivo de  
la política de desarrollo rural integral del Estado y, en general, 
de las políticas de gobierno (en los distintos niveles), garantizar 
“la soberanía y seguridad alimentaria”, mediante la priorización 
de la producción y el consumo “de alimentos de origen agrope-
cuario producidos en el territorio boliviano” (arts. 255, 300, 302, 
309, 321, 375, 402, 405 y 407). Por último, la Constitución garan-
tiza, en específico, el derecho a la alimentación de los estudiantes 
“con menos posibilidades económicas” (art. 82).16

Por último, la Constitución del Paraguay (1992) afirma, den-
tro de los deberes del Estado, de la sociedad y de la familia, diri-
gidos a garantizar una protección integral a las personas mayores 
(“personas en la tercera edad”, según el texto normativo), el de 
atender “sus necesidades de alimentación” (art. 57). Asimismo, 
el texto constitucional dispone que el Estado “velará por el con-
trol de la calidad de los productos alimenticios” (art. 72).17

El recorrido anterior permite destacar que, conforme a los 
textos constitucionales de Iberoamérica que expresamente re-
conocen el derecho a la alimentación, su regulación encuentra 
acogida de acuerdo a la clasificación siguiente: a) constitucio-
nes que reconocen el derecho con carácter universal;18 b) textos 
constitucionales que reconocen el derecho con relación a gru-
pos poblacionales o situaciones específicas,19 incluidos i) niñas 

16	 Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia, arts. 16, 82, 255, 
300, 302, 309, 321, 375, 402, 405 y 407, https://www.minedu.gob.bo/in-
dex.php?option=com_content&view=article&id=1525:constitucion-politi-
ca-del-estado&catid=233&Itemid=933

17	 Constitución de la República del Paraguay, arts. 57 y 72, https://odd.sena-
do.gov.py/archivos/file/Constitucion%20Nacional%20UV%202022.pdf 

18	 Brasil (art. 6), Bolivia (art. 16), Cuba (art. 77), Ecuador (art. 3), Guatemala 
(art. 99), Haití (art. 22), Honduras, (art. 150), México (art. 4º), Panamá 
(art. 118) y República Dominicana (art. 61).

19	 La Constitución de México garantiza “alimentos” a los militares en tiempos 
de guerra (art. 16).
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y niños;20 ii) personas en situación de pobreza u otra causa de 
exclusión social;21 iii) personas mayores;22 iv) comunidades in-
dígenas;23 v) personas desplazadas;24 vi) personas privadas de 
libertad,25 y vii) personas con discapacidad;26 c) constituciones 
que afirman el deber del Estado de garantizar la calidad en la 
producción de alimentos,27 y d) textos que reconocen el derecho 
a la seguridad alimentaria o de alguno de sus componentes.28

En cuanto al concepto de “seguridad alimentaria”, entendida 
como el acceso adecuado y sostenible a los alimentos por parte 
de las generaciones presentes y futuras,29 resulta relevante que 
constituciones más recientes (Venezuela, Ecuador, Bolivia, Re-
pública Dominicana y Cuba) lo incorporen dentro de los ejes y 
objetivos de las políticas estatales.

20	 Brasil (art. 227), Colombia (art. 44), Guatemala (art. 52), Honduras, (art. 
123, haciendo extensivo el derecho a las madres “desde el periodo prena-
tal”), México (art. 4º) y Panamá (art. 56).

21	 Bolivia (art. 82, se refiere a “estudiantes con menos posibilidades econó-
micas”), Costa Rica (art. 82, se refiere a “escolares indigentes”), México 
(art. 3º, se refiere a “escuelas de educación básica de alta marginación”) y 
República Dominicana (art. 57, se refiere al “subsidio alimentario en caso 
de indigencia”).

22	 Guatemala (art. 51), Panamá (art. 56) y Paraguay (art. 57).
23	 México (art. 2º, el texto hace mención especial de “niños y jóvenes de fa-

milias migrantes”).
24	 Ecuador (art. 42).
25	 Ecuador (art. 42).
26	 Panamá (art. 56).
27	 Brasil (art. 200), El Salvador (art. 69), Guatemala (art. 96), Honduras, (art. 

146) y Paraguay (art. 72).
28	 Bolivia (arts. 16, 255, 300, 302, 309, 321, 375, 402, 405 y 407), Colombia 

(art. 77), Ecuador (arts. 15, 281, 284, 304, 334, 410, 413 y 423), México 
(art. 27), Panamá (art. 110), República Dominicana (art. 54) y Venezuela 
(art. 305).

29	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Observación Ge-
neral 12: El derecho a una alimentación adecuada (art. 11), 12 de mayo de 
1999, E/C.12/1999/5, párr. 7, https://documents.un.org/doc/undoc/gen/
g99/420/15/pdf/g9942015.pdf?token=RTVdGcc6xAnTLVRquj&fe=true
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III. El derecho a la alimentación en el Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos

En el plano internacional, distintos instrumentos en materia de 
derechos humanos reconocen el derecho a la alimentación.30 Así, 
la Declaración Universal de los Derechos Humanos (1945) ga-
rantiza de manera “especial” la alimentación, como condición 
para asegurar “un nivel de vida adecuado” para la persona “y su 
familia” (art. 25).31

Por su parte, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales (1966) es quizás el instrumento que con 
mayor precisión recoge el derecho a la alimentación, afirmando, 
en términos similares a los de la Declaración Universal de los De-
rechos Humanos, que configura un elemento para garantizar “un 
nivel de vida adecuado” para la persona “y su familia”. Asimismo, 
el Pacto se refiere al deber de los Estados de “[m]ejorar los méto-
dos de producción, conservación y distribución de alimentos”, y 
de asegurar su “distribución equitativa” (art. 11).32

También en el ámbito de las Naciones Unidas, otros tratados 
especializados sobre derechos humanos se refieren al derecho 
a la alimentación, pudiendo citar los siguientes: a) la Conven-
ción sobre los Derechos del Niño (1989, arts. 24 y 27);33 b) la 
Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discri-
minación contra la Mujer (1979, art. 12, referido a la “nutrición 
adecuada durante el embarazo y la lactancia”),34 y c) la Con-

30	 Existen distintas declaraciones que a nivel internacional reconocen el de-
recho, incluidas la Declaración Universal sobre la Erradicación del Hambre 
y la Malnutrición (1974) y la Declaración de Roma sobre la Seguridad Ali-
mentaria Mundial (1996).

31	 Declaración Universal de los Derechos Humanos, art. 25, https://www.
un.org/es/about-us/universal-declaration-of-human-rights

32	 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, art. 
11, https://www.ohchr.org/es/instruments-mechanisms/instruments/inter-
national-covenant-economic-social-and-cultural-rights 

33	 Convención sobre los Derechos del Niño, arts. 24 y 27, https://www.
un.org/es/events/childrenday/pdf/derechos.pdf 

34	 Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discrimina-
ción contra la Mujer, art. 12, https://www.ohchr.org/es/instruments-me-
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vención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad 
(2006, arts. 25 y 28).35

En el plano regional, sin duda el Sistema Interamericano 
es el que de manera más desarrollada se refiere al derecho a la 
alimentación.36 Así, la Carta de la Organización de los Estados 
Americanos (1948) señala, dentro de las “metas básicas” que  
los Estados se proponen conseguir, la “[n]utrición adecuada”, 
para lo cual deberán hacerse esfuerzos dirigidos a “incrementar 
la producción y disponibilidad de alimentos” (art. 34).37 Asimis-
mo, la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre (1948) reconoce la necesidad de implementar “medidas 
sanitarias y sociales, relativas a la alimentación”, como elemento 
del derecho a la preservación de la salud (art. XI).38

Por su parte, el Protocolo Adicional a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, “Protocolo de San Salvador” (1988), reco-
noce el derecho de toda persona “a una nutrición adecuada que 
le asegure la posibilidad de gozar del más alto nivel de desarrollo  
físico, emocional e intelectual”, para lo cual destaca el compromi-
so de los Estados por “perfeccionar los métodos de producción, 
aprovisionamiento y distribución de alimentos” (art. 12). El Pro-
tocolo reconoce de manera específica el derecho a “una adecuada 
alimentación” en favor de las niñas y los niños, “tanto en la época 
de lactancia como durante la edad escolar” (art. 15); asimismo, re-
conoce el derecho con relación a las personas mayores (art. 17).39

chanisms/instruments/convention-elimination-all-forms-discrimina-
tion-against-women

35	 Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, arts. 25 
y 28, https://www.un.org/esa/socdev/enable/documents/tccconvs.pdf 

36	 La Carta Social Europea (1996) y la Carta Africana sobre los Derechos Hu-
manos y de los Pueblos (1981) no reconocen de manera expresa el derecho 
a la alimentación.

37	 Carta de la Organización de los Estados Americanos, art. 34, https://www.
cidh.oas.org/basicos/carta.htm

38	 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre, art. XI, 
https://www.oas.org/es/cidh/mandato/basicos/declaracion.asp 

39	 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Huma-
nos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, “Protocolo 
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También en el ámbito interamericano, la Convención Inte-
ramericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las 
Personas Mayores afirma el derecho de dicho grupo poblacional 
“a un sistema integral de cuidados” que provea cobertura de “se-
guridad alimentaria y nutricional”, entre otros elementos (art. 
12).40

IV. Contenido y alcances del  
derecho a la alimentación

A partir del reconocimiento del derecho a la alimentación en el 
marco de distintos textos constitucionales e instrumentos inter-
nacionales en materia de derechos humanos, es factible identifi-
car algunas ideas acerca del contenido y los alcances del derecho.

Un primer elemento que es necesario destacar es que el dere-
cho a la alimentación es, en sí mismo considerado, un verdadero 
derecho humano, en tanto configura un componente indispensa-
ble para asegurar la vida de cualquier persona. Así, la alimenta-
ción configura un derecho universal que se relaciona con el bien-
estar y la salud de la persona (sin que ello demerite su naturaleza 
de derecho autónomo), lo que determina su carácter esencial 
para afirmar el disfrute de un nivel de vida digno. En tal sentido, 
se trata de un derecho “inseparablemente vinculado” al concepto 
de dignidad humana.41

El derecho a la alimentación supone, como primer elemento, 
el acceso, seguro, estable y sin limitaciones, a una alimentación 
adecuada y suficiente, tanto en términos de cantidad como de 
calidad, lo que se vincula, a la postre, con la noción de una “nu-
trición adecuada”. Ahora bien, el derecho a la alimentación, en 
su noción de alimentación adecuada y suficiente, exige atender 

de San Salvador”, arts. 12, 15 y 17, https://www.oas.org/es/sadye/inclu-
sion-social/protocolo-ssv/docs/protocolo-san-salvador-es.pdf 

40	 Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos 
de las Personas Mayores, art. 12, https://www.oas.org/es/sla/ddi/tratados_
multilaterales_interamericanos_A-70_derechos_humanos_personas_mayo-
res.asp

41	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, párr. 4.
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a la identidad y tradiciones culturales de la persona o grupo de 
personas de que se trate, en tanto solo ello permitirá garantizar, 
con respeto a la dignidad de la persona y a su libertad, el disfrute 
del más alto nivel de desarrollo físico, emocional e intelectual.42 
Es con base en lo anterior que el Comité de Derechos Económi-
cos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas afirma que el 
derecho no debe ser entendido “en forma estrecha o restrictiva 
asimilándolo a un conjunto de calorías, proteínas y otros elemen-
tos nutritivos concretos”.43

En ese sentido, conforme a la interpretación sostenida por 
el referido Comité, el contenido del derecho comprende “la dis-
ponibilidad” de los alimentos en cantidad y calidad suficientes 
para satisfacer las necesidades alimentarias de las personas, 
de manera que se considere “aceptable” en el contexto de una 
cultura determinada. Asimismo, el derecho incorpora la “ac-
cesibilidad” de los alimentos en forma sostenible, lo que exi-
ge tanto “accesibilidad económica”, de manera que el costo de  
los alimentos no suponga el riesgo de la falta de provisión  
de aquellos, así como “accesibilidad física” que asegure el acce-
so a los alimentos para todas las personas, incluidas quienes se 
encuentren en situación de vulnerabilidad, como las personas 
con discapacidad, los niños y las niñas o las personas mayores,44 
entre otras. Sobre lo anterior, resulta relevante la regulación de 
distintas constituciones a nivel de Iberoamérica, como quedó 
precisado anteriormente.

42	 Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la alimenta-
ción, Informe del 23 de julio de 2001 rendido ante la Asamblea Gene-
ral, A/56/210, párrs. 18 y 22, https://documents.un.org/doc/undoc/gen/
n01/465/55/pdf/n0146555.pdf?token=1f8lISXU4RCCmR1dWc&fe=true 
La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha afirmado que la ali-
mentación “es, en sí, una expresión cultural”, en tanto “puede considerarse 
uno de los ‘rasgos distintivos’ que caracterizan a un grupo social, quedando 
comprendido, por ende, en la protección del derecho a la identidad cul-
tural”. Corte IDH. Caso Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación 
Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina. Fondo, Reparaciones y Cos-
tas. Sentencia de 6 de febrero de 2020. Serie C, núm. 400, párr. 274, ht-
tps://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_400_esp.pdf 

43	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, párr. 6.
44	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, párrs. 7-13.
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En cuanto al alcance del derecho, en sintonía con los debe-
res que se imponen a los Estados en el plano del Derecho In-
ternacional de los Derechos Humanos, cabe afirmar que recae 
en estos, en primer término, una obligación de no privar a las 
personas, de manera arbitraria, de su acceso a los alimentos, lo 
incluye el deber de no impedir, mediante obstáculos o dificulta-
des, dicho acceso (deber de respeto). Asimismo, existe un de-
ber de las autoridades de intervenir oportunamente, mediante 
acciones de regulación, fiscalización y supervisión, a efectos de 
evitar que personas particulares, empresas u organizaciones li-
miten el derecho a la alimentación (deber de garantía o deber  
de protección). Aunado a lo anterior, recae en el Estado el deber de  
adoptar medidas positivas para emprender acciones y políticas 
apropiadas para asegurar que personas o grupos en situación de 
vulnerabilidad, es decir, quienes no pueden alimentarse por sí 
mismo, tengan acceso a una alimentación suficiente y adecuada. 
A la postre, tales acciones y políticas han de estar dirigidas, en la 
medida de posible, a alcanzar la capacidad de aquellas personas 
o grupos de procurar su propia alimentación (componente del 
deber de respeto o deber de satisfacción).45

V. La justiciabilidad del  
derecho a la alimentación

Un último elemento merece ser abordado, referido a la justicia-
bilidad del derecho a la alimentación, es decir, la posibilidad real 
de reclamar la tutela del derecho ante las instancias judiciales 
competentes a fin de obtener su protección efectiva en el caso de 
considerar que existe una afectación o violación.

La justiciabilidad del derecho a la alimentación, al igual que 
ha ocurrido con otros derechos económicos, sociales y cultura-
les, ha configurado un tema de constante debate y controversia, 
muchas veces derivado de la idea de progresividad con que usual-
mente han sido reconocidos tales derechos.46 

45	 Relator Especial de las Naciones Unidas sobre el derecho a la alimentación, 
op. cit., párrs. 27-29.

46	 Por ejemplo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su 
artículo 26, se refiere al deber de los Estados de “adoptar providencias, 

| 48 

Julio César Cordón Aguilar



Sin embargo, el sentido de progresividad no debe entenderse 
como una limitación a la efectividad del derecho y, en su caso, a 
su justiciabilidad. En tal sentido, el Comité de Derechos Econó-
micos, Sociales y Culturales ha señalado que, si bien el derecho a 
una “alimentación adecuada” habrá de ser alcanzado progresiva-
mente, conforme a las posibilidades y recursos de los Estados, es 
“obligación básica” de estos “adoptar las medidas necesarias para 
mitigar y aliviar el hambre” de quienes la padecen.47

Si bien en el plano nacional existen algunos ejemplos acerca 
de la efectiva justiciabilidad de los derechos económicos, socia-
les y culturales que pueden resultar de interés para afirmar la 
posibilidad de demandar en sede judicial la tutela del derecho  
a la alimentación,48 es la protección otorgada a nivel internacio-
nal la que revela, de mejor manera, el alcance del reclamo judicial 
de protección del derecho.

tanto a nivel interno como mediante la cooperación internacional, espe-
cialmente económica y técnica, para lograr progresivamente la plena efec-
tividad de los derechos que se derivan de las normas económicas, sociales 
y sobre educación, ciencia y cultura”. Art. 26, Convención Americana so-
bre Derechos Humanos, https://www.oas.org/dil/esp/1969_Convenci%-
C3%B3n_Americana_sobre_Derechos_Humanos.pdf 

47	 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, op. cit., párr. 6.
48	 Por ejemplo, en Sudáfrica destaca el caso Gobierno de la República de Sudá-

frica vs. Irene Grootboom y otros, referido a violaciones del derecho a la vi-
vienda y situaciones de desahucios forzados, respecto del cual, el Tribunal 
Constitucional sudafricano empleó la noción de razonabilidad para exami-
nar la actuación o inacción del Gobierno “sobre la efectividad progresiva de 
los derechos dentro de los recursos disponibles”. Así, el Tribunal concluyó 
que la actuación de las autoridades, al dejar de proveer vivienda a “perso-
nas en necesidad desesperada” no pasó la prueba de razonabilidad. De igual 
forma, cabe destacar que en la India el Tribunal Supremo ha admitido ser 
competente para conocer de reclamaciones promovidas contra el Gobier-
no federal y autoridades locales a quienes se atribuye responsabilidad por 
la “malnutrición masiva” que sufre parte de la población de dicho país. En 
el plano iberoamericano destaca el caso de Colombia, cuya Corte Constitu-
cional ha tenido un papel protagónico en la justiciabilidad de los derechos 
económicos, sociales y culturales. Véase, Relator Especial de las Naciones 
Unidas sobre el derecho a la alimentación, Informe del 10 de enero de 2002 
rendido ante el Consejo de Derechos Humanos, E/CN.4/2002/58, párrs. 
48 y 52 a 57, https://documents.un.org/doc/undoc/gen/g02/100/82/pdf/
g0210082.pdf?token= RoSHpbh4bbZlAk3RyE&fe=true 
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De nueva cuenta, es el Sistema Interamericano el que pone 
de relieve ejemplos de interés en esta materia. Así, en el caso 
Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay, la Corte Interame
ricana de Derechos Humanos se refirió a la situación en que se 
encontraba la comunidad indígena ante las “graves dificultades”-
que enfrentaba para obtener alimentos, derivado de encontrar-
se en “condiciones de miseria extrema como consecuencia de 
la falta de tierra y acceso a recursos naturales” por el desplaza-
miento efectuado de su territorio por las condiciones de preca-
riedad y pobreza en que vivía. En su fallo, la Corte IDH resaltó 
que las condiciones en que vivía el pueblo indígena “impacta[ba]
n negativamente en la debida nutrición” de sus miembros, con 
especial mención de las personas mayores. A su vez, la Corte re-
firió que las afectaciones causadas al derecho a alimentación y 
al acceso al agua limpia, íntimamente vinculadas al derecho a la 
salud, “impacta[ba]n de manera aguda el derecho a una existen-
cia digna y las condiciones básicas para el ejercicio de otros de-
rechos humanos, como el derecho a la educación o el derecho a 
la identidad cultural”.49 En este caso, si bien la Corte regional no 
declaró expresamente violado el derecho a la alimentación, de-
rivado de una interpretación que no reconocía la justiciabilidad 
directa de los derechos económicos, sociales y culturales ante el 
Sistema Interamericano, determinó la violación del derecho a la 
vida (artículo 4.1 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos), en tanto el Estado no había “adoptado medidas frente 
a las condiciones que afectaron [las] posibilidades” del pueblo 
indígena “de tener una vida digna”, en clara referencia al deber 
de satisfacción (que en el contexto de la Convención se refiere al 
deber de respeto, conforme a su artículo 1.1).

Por su parte, en el caso Comunidad Indígena Xákmok Kásek 
vs. Paraguay la Corte IDH analizó la situación en que se encon-
traba dicha comunidad indígena ante restricciones al uso del  
territorio que ocupaban originalmente, como consecuencia de la 
venta de dicho territorio por parte del Estado, desconociendo a 

49	 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay. Fondo, Repa-
raciones y Costas. Sentencia de 17 de junio de 2005. Serie C, núm. 125, pá-
rrs. 167-178, https://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_125_
esp.pdf
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la población indígena que allí habitaba, y distintas transferencias 
a propietarios privados. En tal sentido, la comunidad indígena, 
impedida de practicar actividades como el cultivo, la crianza de 
ganado, la caza, la pesca o la recolección, requería de la asistencia 
estatal para agenciarse de alimentos. En ese contexto, la Corte 
IDH concluyó que la acción del Estado había consistido en una 
provisión de cantidades insuficientes de alimentos para “satisfa-
cer medianamente las necesidades básicas diarias de alimenta-
ción de cualquier persona”. De nueva cuenta, la Corte declaró la 
violación del derecho a la vida (art. 4.1 de la Convención Ame-
ricana) ante la incapacidad del Estado de “brinda[r] las presta-
ciones básicas para proteger el derecho a una vida digna [ante] 
condiciones de riesgo especial, real e inmediato para un grupo 
determinado de personas”, lo que supone el incumplimiento del 
deber de satisfacción (deber de respeto, en los términos del art. 
1.1 de la Convención).50

En un caso más recientes la Corte IDH ha tenido oportu-
nidad profundizar en el contenido y alcances del derecho a la 
alimentación. Así, en el caso Comunidades Indígenas Miembros 
de la Asociación Lhaka Honhat (Nuestra Tierra) vs. Argentina la 
Corte, además de referirse al “contenido básico” del derecho, ex-
plorando acerca de las nociones de disponibilidad y accesibilidad 
de los alimentos, señaló que el derecho a la alimentación “pro-
tege, esencialmente, el acceso de las personas a alimentos que 
permitan una nutrición adecuada y apta para la preservación de 
la salud”. Pues bien, al resolver el caso, la Corte denotó que la 
presencia de personas ajenas a las comunidades indígenas en su 
territorio y el desarrollo de distintas actividades de explotación 
ganadera y forestal, incluidas tala ilegal y extracción ilegal de ma-
dera y otros recursos naturales, había provocado “un impacto re-
levante en el modo de vida de las comunidades”, sin que el Esta-
do hubiera adoptado acciones que de manera efectiva impidieran 
esta situación. De esa cuenta, según concluyó el Tribunal, la falta 
de acción del Estado vulneró, en perjuicio de las comunidades in-
dígenas, entre otros derechos, los atinentes a un medio ambiente 
sano, a la alimentación adecuada y al agua. Es decir, la Corte con-

50	 Corte IDH. Caso Comunidad Indígena Yakye Axa vs. Paraguay…, cit., párrs. 
197-202 y 217.
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cluyó en la vulneración del deber de protección, recogido como 
deber de garantía en la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (artículo 1.1). En este caso la Corte IDH sí declaró de 
manera autónoma la violación a tales derechos, en virtud de una 
reinterpretación del contenido del artículo 26 de la Convención 
Americana.51

VI. A manera de conclusión

El derecho a la alimentación configura un derecho humano, inhe-
rente al concepto de dignidad de la persona, en tanto determina 
un elemento imprescindible para garantizar la vida y, más aún, 
las condiciones de una vida digna.

El derecho a la alimentación supone el acceso, seguro, estable 
y sin limitaciones, a una alimentación adecuada y suficiente, cua-
litativa y cuantitativamente hablando, sin desatender la identidad 
y tradiciones culturales de la persona o grupo de personas de que 
se trate, pues solo ello permitirá garantizar, con respeto a la dig-
nidad de la persona y a su libertad, el disfrute del más alto nivel 
de desarrollo físico, emocional e intelectual.

En el plano de los Estados iberoamericanos existe un recono-
cimiento amplio y extendido del derecho a la alimentación en el 
marco constitucional, que va desde su afirmación como derecho 
universal y su garantía respecto de determinados grupos pobla-
ciones en situación de vulnerabilidad, hasta el afianzamiento de 
la seguridad alimentaria como eje transversal de la política gu-
bernamental.

El derecho internacional de los derechos humanos reconoce 
el derecho a la alimentación, tanto en el plano universal como 
en el plano regional, destacando en este ámbito el Sistema In-
teramericano en cuanto al desarrollo que proyecta respecto del 
contenido y alcances del derecho.

La justiciabilidad del derecho a la alimentación determina la 
posibilidad real de reclamar su protección ante los tribunales de 

51	 Corte IDH. Comunidades Indígenas Miembros de la Asociación Lhaka Hon-
hat (Nuestra Tierra) vs. Argentina…, cit., párrs. 210-221.
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justicia por situaciones que determinen su afectación o violación, 
marco en el que el Sistema Interamericano presente casos con-
cretos que denotan la posibilidad de su tutela en sede judicial.
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